
1 

 

 

 

LA PROTECCIÓN DE LA SALUD PÚBLICA 
 Y EL RESPETO A LAS LIBERTADES INDIVIDUALES ANTE LA COVID-19 

 

RECOMENDACIONES DEL IHLADI  

 

Constatando que a finales del año 2019 y comienzos del 2020, la comunidad 
internacional se ha visto convulsionada por el desencadenamiento de una pandemia 
provocada por el contagio sumamente infeccioso, masivo y rápidamente globalizado a 
nivel mundial del coronavirus (COVID-19).   

Teniendo en cuenta que en los primeros días de enero de 2020 la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) la definió como “enfermedad respiratoria aguda provocada 
por 2019-nCOV” (es decir: 2019-novel CoronaVirus) hasta que finalmente, en el mes de 
febrero, se le denominó “novel coronavirus named ‘Covid19’: WHO”. 

Considerando que por el momento no se conoce un tratamiento efectivo contra esta 
enfermedad, de forma que la OMS ha recomendado ir avanzando a través de ensayos 
aleatorios hasta que se logre descubrir una vacuna contra el virus. 

Considerando que se ha observado que la medida de protección más efectiva y rápida 
es la “cuarentena” que, por razones sanitarias, implica un aislamiento preventivo, al 
que se somete durante un cierto tiempo a personas o animales, por considerar que 
puedan estar infectados por un virus contagioso o para evitar que se contagien, y que 
generalmente las instituciones sanitarias consideran indicado un asilamiento de una 
duración de catorce días.   

Considerando que se plantea un importante dilema sobre la responsabilidad que 
deben asumir los gobiernos, como consecuencia de las medidas aplicadas para 
controlar la epidemia, que pueden tener efectos adversos sobre las libertades 
personales, sobre la intimidad, sobre la protección de datos, sobre la difusión de 
informaciones de carácter individual, sobre la economía de las pequeñas y medianas 
empresas obligadas a cerrar sus negocios y otras limitaciones que podrían considerarse 
colaterales en la lucha contra el virus.  

Advirtiendo que las consecuencias de las medidas adoptadas en la actualidad deberán 
ser soportadas por las generaciones venideras, por lo que resulta pertinente tener en 
cuenta una solidaridad inter-generacional que no deteriore la convivencia entre los 
jóvenes y los mayores. 
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Teniendo en cuenta, de un lado, que como consecuencia de estas restricciones, ha 
surgido la preocupación de que la limitación de las libertades individuales podría 
alterar la naturaleza intrínseca de los derechos que los seres humanos poseen como 
reflejo de su esencia y dignidad y, de otro, que la salud debe entenderse como un bien 
público internacional, que podríamos relacionarlo directamente con la paz y la 
seguridad internacional.  

Teniendo en cuenta que el principio de necesidad debe inspirar a toda medida de 
carácter excepcional, de forma que cuando desaparezca la situación de peligro (la 
epidemia), dicha medida dejará de estar justificada por la necesidad y, a partir de ese 
momento, por tanto, su ejecución será ilícita.  

Advirtiendo que durante la crisis sanitaria provocada por la pandemia de la COVID-19 
se ha generado, a través de las redes sociales, una proliferación de bulos y noticias 
falsas apoyadas en la corriente de las fake news que han alterado y creado confusión 
en las conductas de comportamiento de la población.  

Recordando que en este sentido, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, Michelle Bachelet, ha indicado en relación con la COVID-19 que 
las medidas de emergencia no deben ser pretexto para la vulneración de derechos e 
insiste en que nuestros esfuerzos para combatir el virus no darán resultados a menos 
que apliquemos un enfoque holístico, lo que significa proteger cuidadosamente a los 
sectores más vulnerables y desfavorecidos de la sociedad, tanto en términos médicos 
como económicos.  

Previendo que la sociedad va a cambiar radicalmente después de esta crisis y que para 
superar los efectos negativos de la pandemia serán necesarios toda la capacidad 
moral, conciencia ciudadana y capital ético de la humanidad en su conjunto, pues la 
polarización y la disgregación generarán un mayor sufrimiento para toda la sociedad, 
en especial para los más vulnerables. 

Señalando que la pandemia ha alterado los clásicos modelos de comportamiento social 
y está dando lugar a aplicaciones de control que, con el argumento de la salud pública, 
pueden llegar a menoscabar nuestros derechos como seres humanos. 

Observando que la crisis de comunicación social, la crisis económica, la crisis de 
valores y la incertidumbre de rebrotes auguran un futuro preocupante, una vez 
superados los grados agudos de la pandemia debe evitarse que algunos Estados 
aprovechen estas crisis para perpetuar las limitaciones a las libertades individuales y 
de este modo controlar a sus ciudadanos con fórmulas totalitarias. 

Considerando, que la suspensión de garantías no puede conllevar derogación alguna 
respecto de derechos fundamentales tales como el derecho al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, el derecho a la vida el derecho a la integridad personal, la 
prohibición de la esclavitud y servidumbre, el principio de legalidad y de 
retroactividad, la libertad de conciencia y de religión, la protección de la familia, el 
derecho al nombre, los derechos del niño, el derecho a la nacionalidad y los derechos 
políticos, ni mengua de las garantías  judiciales indispensables para la protección de 
tales derechos. 

El IHLADI ha adoptado las siguientes RECOMENDACIONES:  

 



3 

 

1º. A los Estados 

1ª. Que una vez que se ha controlado la pandemia, o al menos que se entiende que se 
han localizado los desplazamientos del patógeno, se puede comenzar la llamada 
“desescalada”, que debe ser una etapa de transición, iniciada una vez que se ha 
doblegado la curva de transmisión del virus y se intenta alcanzar la normalidad de una 
manera controlada con la idea de evitar un rebrote de la pandemia, que no debe 
prolongarse indefinidamente. 

2ª. La desescalada debe fundarse sobre cuatro pilares básicos: 
a) un desconfinamiento secuencial con el fin de monitorizar a la población de riesgo, 
manteniendo la reclusión en sus hogares y la posibilidad de salir con el fin de cubrir 
necesidades básicas; b) una evaluación de la inmunidad mediante pruebas rápidas 
serológicas para medir los anticuerpos; c) la detección precoz de nuevos casos y 
seguimientos de sus contactos para detectar posibles focos de futuras infecciones, para 
lo que se recomienda pruebas rápidas de antígeno o PCR (reacción en cadena de la 
polimerasa/Polymerase Chain Reaction); y d) medidas de confinamiento focalizadas, en 
las llamadas “zonas calientes,” que implicarían, en el caso del surgimiento de un brote 
preocupante, confinamientos parciales en zonas geográficas determinadas. 

3ª. La desescalada no solo debe controlar los comportamientos de carácter personal y 
la salud de los ciudadanos, sino también los efectos que la pandemia tiene sobre la 
economía y los modos en los que se debería recuperar el poder adquisitivo perdido por 
la inactividad económica que han generado las restricciones de apertura y 
movimientos de empresas, locales y personas. Por esta razón conviene tener en cuenta 
el impacto en los medios y comunicación y la opinión de los economistas.  

4ª. No procede mantener la vigencia de un estado constitucional de emergencia una 
vez que haya desaparecido la causa de necesidad que justificó su activación (o su 
prórroga), ni el mantenimiento de las disposiciones generales de necesidad que se 
adoptaron baje este estado de necesidad, en el entendimiento que las medidas de 
necesidad son, por definición, provisionales, puesto que nacen con una vida limitada en 
el tiempo (la duración de la situación de crisis). En todos los casos, la suspensión de las 
garantías constitucionales debe limitarse a las exigencias de la situación y no debe ser 
incompatible con las demás obligaciones que impone el Derecho internacional ni 
entrañar discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, origen social o edad.  

5ª. Los confinamientos, las cuarentenas y otras medidas de esa índole orientadas a 
combatir la expansión de la COVID-19 deben aplicarse siempre en la más estricta 
observación de las normas de derechos humanos y de manera proporcional y 
ponderada al riesgo en que se incurre. 

6ª. Con la incorporación de técnicas de marketing y de comunicación 
organizacional, cuando se trate de cuestiones relativas a la  salud, los gobiernos 
deberán fomentar campañas en las que se promueva la participación de la ciudadanía 
en las políticas públicas. 

7ª. Deben mantenerse por los Estados y las Organizaciones 
internacionales mecanismos institucionales que eviten la perpetuación de las 
limitaciones a las libertades individuales y propicien el control  de tales limitaciones 
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conforme con los principios democráticos, del Estado de Derecho y de respeto de los 
derechos humanos. Las obligaciones impuestas por los instrumentos de derechos 
humanos obligan a los Estados parte a informar a la mayor brevedad sobre las 
disposiciones cuya aplicación haya sido suspendida, los motivos que hayan suscitado la 
suspensión y la fecha en la que haya dado por terminada tal suspensión. 

2º. A las Organizaciones Internacionales 

8ª. A la Organización de las Naciones Unidas y en particular a la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) como organismo especializado en gestionar políticas de prevención, 
promoción e intervención a nivel mundial en materias relacionadas con la salud, se les 
reclama una actuación uniforme a nivel mundial. 

9ª. En el marco de las actividades regionales destinadas a combatir el coronavirus 
tanto en el ámbito iberoamericano como en el europeo, se recomienda potenciar los 
organismos regionales competentes y empoderarlos en la lucha contra la COVID-19. 

10ª. Se recomienda a la Organización Panamericana de la Salud (OPS) realizar un 
llamado a los donantes y socios con el fin de ampliar la capacidad de los países 
iberoamericanos para responder a la COVID-19. La estrategia de respuesta debería 
tener dos objetivos principales: frenar la transmisión del virus y mitigar el impacto en la 
salud de la COVID-19 en la región. Por tanto, se recomienda a los equipos regionales y 
nacionales de gestión de incidentes dar una respuesta de emergencia directa a los 
ministerios de salud y otras autoridades nacionales en materia de vigilancia, capacidad 
de laboratorios, servicios de apoyo a la atención sanitaria, prevención y control de 
infecciones, manejo clínico y comunicación de riesgos, con el fin de orientar las 
estrategias y políticas de los países para controlar esta pandemia. 

11ª. Se recomienda a la Unión Europea movilizar todos los medios a su disposición para 
ayudar a los Estados miembros a coordinar sus respuestas nacionales, lo que incluye 
facilitar información objetiva sobre la propagación del virus, los esfuerzos que resultan 
eficaces para contenerlo y las medidas adoptadas para reparar los daños económicos y 
sociales provocados por la pandemia. Se recomienda, en este sentido, una colaboración 
estrecha del Centro Europeo para la Prevención y el Control de Enfermedades (ECDC) 
con otras agencias de la Unión Europea y con organizaciones externas a la Unión, como 
la Agencia Europea de Medicamentos, la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria 
o la Oficina Europea de la Organización Mundial de la Salud. 

 

 


